Anexo Lecciones Aprendidas en el desarrollo de institucionalidad y planificación metropolitana en Chile
	La guía del documento son 5 temas prioritarios:
(i) Transferencia de competencias a los Gobiernos Regionales 
(ii) Constitución de áreas metropolitanas 
(iii) Modelos de gobernanza en áreas metropolitanas 
(iv) Fortalecimiento de capacidades a gobiernos regionales 
(v) Desarrollo de agendas metropolitanas en gobiernos regionales.
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ANEXO
1. La problemática de la gobernanza metropolitana a nivel global y en particular en ALC.
a. Un planeta metropolitano
A nivel global, la población urbana mundial se ha quintuplicado en menos de un siglo. Naciones Unidas ha estimado que en 1950 vivían 751 millones de personas en las ciudades del mundo y para 2018 esa cifra había ascendido a 4.200 millones (ONU-DAES, 2018). El 43% de la población urbana global vive en ciudades consideradas metropolitanas, con más de un millón de habitantes[footnoteRef:1] (UCGL, 2020). [1:  El Informe GOLD IV (UCGL, 2016) define a las áreas metropolitanas como aglomeraciones urbanas con población superior a un millón de habitantes, en un continuo urbano y con un mercado laboral común.] 

En América Latina y el Caribe, el rápido proceso de urbanización ha transformado una región primordialmente rural en 1950, a una esencialmente urbana en 2010 (CEPAL, 2017). En la actualidad cerca de 500 millones de personas viven en zonas urbanas, representando a más del 80% de la población regional[footnoteRef:2] (Vera et al. 2024). A su vez, cerca del 45% de la población urbana regional habita en áreas metropolitanas de más de un millón de habitantes y el 31% lo hace en las denominadas ciudades intermedias[footnoteRef:3], de las cuales una parte importante corresponde a áreas conurbadas (UCGL, 2016). [2:  Se estima que la población regional asciende a 623 millones de personas (Rojas y Vera, 2019)).]  [3:  Según el Informe GOLD IV (UCGL, 2016) las ciudades intermedias son aquellas que cuentan con 50 mil a 1 millón de habitantes, y desempeñan por lo general un papel de intermediación dentro del sistema territorial, interactuando tanto con ciudades de mayor como de menor tamaño.] 

En Chile, más del 87% de la población vive en localidades urbanas (INE, 2017), y el 63% de la población urbana habita en alguna de las ocho aglomeraciones consideradas áreas metropolitanas en el país, es decir, extensiones territoriales formadas por dos o más comunas de una misma región, unidas entre sí por un continuo de construcciones urbanas que comparten infraestructura y servicios urbanos y superan los 250mil habitantes (Ley 21.074, 2018).
El aumento de la población urbana en los países de la región no ha sido acompañado por una planificación territorial y de desarrollo eficientes. En general, se ha producido una expansión urbana desmedida y de baja densidad, sobre un bien escaso como el suelo, que cumple funciones ambientales, de retención hídrica, productivo-alimentarias, y recreativas, entre otras. Se trata de una expansión que trasciende los límites jurisdiccionales y con ello aumenta la complejidad de planificación y gestión en las aglomeraciones urbanas.
b. Principales problemáticas de la “metropolización” en las ciudades de la región
El crecimiento acelerado y no planificado genera un consumo desmedido de suelo, contaminación, segregación y desigualdad, deterioro de la calidad urbana y de vida, y por lo tanto, pone en riesgo la sostenibilidad de las propias ciudades. Estudios a nivel global revelan que tres cuartos de la expansión de las ciudades se produce por fuera de los límites urbanos, con densidades alrededor de un 60% inferiores a las registradas para los tejidos urbanos existentes (Angel et al., 2021). 
Las áreas urbanas latinoamericanas se caracterizan por expandirse de manera dispersa, discontinua, con vivienda de baja densidad y en zonas periféricas con poca mixtura de usos. Este tipo de crecimiento presenta grandes desafíos para la movilidad de la población, en tanto aumenta los tiempos y costos de los desplazamientos, elevando, al mismo tiempo, la contaminación ambiental. También obliga al Estado y a otros proveedores de servicios a aumentar la inversión en infraestructura, servicios básicos y sociales; deteriora los entornos rurales productivos, distanciando a los centros urbanos de las áreas que le proveen alimentos; y destruye suelos con funciones ambientales y recreativas. En suma, desafía la sostenibilidad territorial.
Las estimaciones para América Latina y el Caribe presentan para el período 2000-2050 un crecimiento de suelo urbano cercano a las 16 millones de hectáreas en escenarios conservadores y de más de 43 millones de hectáreas en escenarios extremos (Angel, 2010). Se trata de áreas suburbanas y periurbanas con difícil acceso a los servicios básicos, cuyo abastecimiento demanda grandes esfuerzos de los gobiernos locales recientemente incorporados a las áreas metropolitanas (Libertun y Guerrero, 2017), y genera enormes perjuicios para los ecosistemas.
En México, el sector vivienda ha contribuido desproporcionadamente a la expansión urbana en la periferia de sus ciudades, a través de grandes desarrollos de vivienda de baja densidad sin otros usos complementarios (Kim y Zangerling, 2016). En Argentina, la densidad poblacional de los 32 Grandes Aglomerados Urbanos (sin incluir el de Buenos Aires) se redujo en promedio 6,1% en sólo una década (2006-2016) y el 40% del incremento de suelo urbano se explica a partir de usos residenciales vinculados a sectores socioeconómicos medio-altos y altos en urbanizaciones cerradas y residencias extraurbanas (Lanfranchi et al., 2018). A partir de estudios cartográficos, Romero Mejía (2017), estimó una expansión territorial de la ciudad de Bogotá que supera el 550% en menos de 60 años, tomando como referencia el núcleo central de la ciudad en 1954 y el crecimiento por agregación que sufrió hasta transformarse en la región metropolitana de 2013[footnoteRef:4]. [4:  El estudio define como modelo dominante de crecimiento el de “agregación”, a través del cual Bogotá se expandió de 5.864 ha en 1954 a 38.430 ha en 2013 (Romero Mejía, 2017).] 

Las ciudades de la región tienden a concentrar sus actividades productivas y financieras en los centros, a partir de ello, se incrementa el valor del suelo en esas áreas, lo que promueve el crecimiento hacia la periferia en busca de un suelo de menor valor; como contrapartida se acelera una expansión no planificada y se extienden asentamientos con falta de equipamientos y servicios (Goytia y Sanguinetti, 2017).
Dentro de estas grandes ciudades, los habitantes expulsados hacia las periferias enfrentan deficiencias en el acceso a movilidad, reflejadas en altos costos y tiempos para acceder a oportunidades laborales, de educación y salud, entre otros, que impactan de manera desigual a los habitantes de una misma área metropolitana (CAF, 2022). A ello se suman las brechas de cobertura de servicios básicos persistentes en la región, una de cada cuatro personas no tiene acceso a agua potable de gestión segura (161 millones de personas) y siete de cada diez carece de saneamiento seguro (431 millones de personas) (CEPAL, 2022).
De esta manera, la desigualdad de ingresos en las áreas metropolitanas se manifiesta a partir de la segregación espacial, las personas se agrupan espacialmente con una fuerte correlación a su nivel socioeconómico, acentuándose en los extremos de mayor riqueza y pobreza (OCDE, 2016). Dicha segregación provoca segmentación entre localidades o jurisdicciones dentro de una misma aglomeración urbana y con frecuencia, limita las oportunidades laborales y el acceso a bienes y servicios para determinados sectores poblacionales (OCDE, 2016). 
c. La desigualdad y la falta de cohesión social a escala metropolitana
Los países de la región exponen niveles altos de desigualdad, problemática que se refleja también al interior de sus principales ciudades. Es relevante observar que la desigualdad de ingresos está íntimamente relacionada con otras desigualdades como las de género y espacio (Czytajilio, 2017). Las áreas metropolitanas adquieren un rol preponderante en la determinación de dichas desigualdades, es en esta escala en la que se dan las principales interacciones entre el acceso a empleo, educación, salud, vivienda e infraestructura, y muchas otras variables, que se exponen como desigualdades y segregación socio-espaciales (Czytajilio, 2017).
En el Área Metropolitana de Río de Janeiro (Brasil), hay notables diferencias entre municipios en relación, por ejemplo, al abastecimiento de agua: en el municipio cabecera los hogares con acceso a agua segura superan el 95%, mientras que en los del noreste la cobertura está por debajo del 70% con importantes áreas con menos del 40% de los domicilios con acceso a agua segura[footnoteRef:5] (Britto et al., 2016). [5:  Ver también mapa de diagnóstico Modelametropole, enlace al sitio: https://www.modelarametropole.com.br/wp-content/uploads/2018/10/Diagnostico.png] 

En el Área Metropolitana de Santiago (Chile), según datos de 2018, un habitante de las comunas de mayores ingresos (noreste) puede acceder a más de 10m2 de área verde promedio, mientras que las comunas de menores ingresos cuentan con algo menos de 2m2 de área verde por habitante (CNDU, 2018).
La vivienda, el uso del suelo y el transporte, entre otros, reflejan la segregación socioespacial de la población al interior de las áreas metropolitanas, la misma es con frecuencia tanto causa como efecto de la capacidad desigual de los gobiernos locales para recaudar impuestos y destinar gastos a la provisión de servicios, generando a su vez atractivos desiguales para la incorporación de empresas y otros organismos generadores de riqueza al interior de su territorio (OCDE, 2016). Por ello, es fundamental considerar el grado en que las diferentes jurisdicciones dentro de una misma área metropolitana proporcionan bienes y servicios públicos, en tanto su mayor calidad aumenta las oportunidades de quienes parten desde condiciones más desfavorables (OCDE, 2016).
En el caso de Iquique-Alto Hospicio (Región de Tarapacá, Chile) los indicadores de nivel socioeconómico de los hogares muestran una fuerte concentración de hogares con centiles por arriba de 60 en la comuna de Iquique, que a la vez se expresan en los indicadores de segregación espacial, marcando una alta homogeneidad de grupos socioeconómicos de altos ingresos[footnoteRef:6] en el territorio (Rojas y Vera, 2019). Similares características presentan las comunas del nororiente del AM Gran Santiago. [6:  Análisis a partir de las Figuras 11 y 12 del libro cuya fuente está referenciada: Centro de Inteligencia Territorial de la Universidad Adolfo Ibáñez (CIT UAI), Cámara Chilena de la Construcción 
(CChC) y Centro de Estudios de Conflicto y Cohesión Social (COES).] 

Según Czytajilio (2017), el territorio puede ser considerado uno de los ejes estructurantes de las desigualdades sociales, por tener un peso que determina no sólo la magnitud de las desigualdades sino también su reproducción en variados ámbitos del desarrollo social. Dichas desigualdades perjudican particularmente a las personas que viven en áreas rezagadas, sin embargo, también generan costos y consecuencias al conjunto territorial (Czytajilio, 2017).
d. Desafíos de las áreas metropolitanas latinoamericanas.
La expansión del continuo urbano trascendiendo los límites jurisdiccionales presenta dos grandes desafíos: la gobernanza y la gestión metropolitanas. La gobernanza metropolitana refiere a la gobernabilidad de un territorio que se encuentra fraccionado administrativamente y fusionado espacialmente; la gestión metropolitana se vincula a la posibilidad de concretar acciones de consolidación del territorio, ya sea a través de infraestructuras, servicios o equipamientos, entre otros (Lanfranchi et al., 2018).
A la complejidad de la fragmentación jurisdiccional se suma la organización sectorial  del Estado –en Ministerios- y la segmentación en niveles, desde el nacional al local, con instancias sub-nacionales entre ambos (estadual, provincial y/o regional). En el territorio metropolitano, se despliegan todas estas fuerzas disímiles, a menudo con intereses yuxtapuestos, que requieren mecanismos de gobernanza que habiliten el diálogo y el consenso, y den lugar a una gestión metropolitana. De esta manera, la gobernanza metropolitana adquiere un rol fundamental para el buen funcionamiento de un área metropolitana, ya que determina cómo se coordinan y entregan los servicios y cómo se distribuyen los costos al interior del territorio (Rojas y Vera, 2019).
La OCDE (2015) ha desarrollado estudios comparativos de variables de población, productividad y organización funcional en más de 260 áreas metropolitanas (pertenecientes a países miembro de la OCDE) y señala que el crecimiento de la mancha urbana por derrame ha declinado en aquellas AM que cuentan con algún cuerpo de gobernanza metropolitana, mientras que se ha incrementado en las AM que no cuentan con ningún tipo de arreglo.
La OCDE ha señalado para el caso específico de Chile, que la fragmentación administrativa está generando fisuras en la administración de las áreas urbanas funcionales y áreas metropolitanas chilenas, ya que –hasta 2018- no existían mecanismos para la consideración de unidades económicas y productivas comunes, debido a que cada municipio es administrado independientemente (SUBDERE, 2013). El Consejo Nacional de Desarrollo Urbano (CNDU, 2018) señala además que la institucionalidad de la gobernanza urbana en Chile tiende a la centralidad y la fragmentación, y cuenta con mecanismos deficientes de participación.
Chile ha dado pasos importantes para enfrentar estos desafíos. Para ello, elaboró instancias de aprendizaje que permitieron tomar experiencias de otros países alrededor del mundo, avanzó en sus políticas de descentralización y transferencia de competencias a gobiernos sub-nacionales, elaboró una nueva legislación para la conformación de áreas metropolitanas, y se encuentra actualmente en el proceso de construcción de un modelo de gobernanza y de desarrollo de planes para las áreas metropolitanas ya conformadas y las próximas a establecerse.

2. Los avances en los modelos de gobernanza metropolitana en países unitarios.
En países unitarios, la conformación de áreas metropolitanas -y sus implicancias a nivel administrativo y fiscal- viene por lo general vinculado a procesos de descentralización. En general, la gobernanza metropolitana visibiliza problemáticas no resueltas del traspaso de competencias desde el nivel central al regional o local. A raíz de esta dinámica, dentro de los casos expuestos se mencionan ambos procesos, que aunque puedan estar diferenciados a nivel administrativo, suelen contar con diferentes grados de interdependencia.
La dificultad y/o lentitud en la descentralización fiscal dentro de los países unitarios trae como principal problemática la baja capacidad de generar ingresos de los gobiernos locales, volviéndolos altamente dependientes de las transferencias del gobierno central. Esta situación restringe su previsibilidad para enfrentar proyectos que demanden financiación a largo plazo (como obras de infraestructura, etc) y les quita capacidad de respuesta frente a demandas de la comunidad, exponiendo una fuerte debilidad en su rol principal.
a. Reino Unido
El Reino Unido ha experimentado numerosas reformas –y contrarreformas- para establecer modelos de gobernanza en el nivel local (Rojas y Vera, 2019). En la actualidad, está atravesando dos procesos simultáneos, diferentes y con vinculaciones entre sí: la transferencia de competencias a autoridades locales -denominada “devolución”- que incluye poderes nuevos (tributarios y financieros); y la creación de autoridades combinadas, que derivan principalmente en gobiernos metropolitanos (Rojas y Vera, 2019).
La “devolución” cuenta con una extensa experiencia en el país. Uno de sus hitos fue la Ley de Localismo (2011) que proporcionaba poderes a los gobiernos locales para la toma de decisiones en planificación y vivienda, aunque no permitía nuevos impuestos locales (Rojas y Vera, 2019). A partir del 2012, el gobierno central promovió los acuerdos de ciudad (“City Deals”) para la transferencia de competencias a autoridades locales con el objetivo de promover el desarrollo económico local y la creación de alianzas público-privadas que permitieran aumentar la inversión en infraestructura. En 2014 se iniciaron los “acuerdos de devolución” para transferir poderes, recursos y responsabilidades desde el gobierno central a las autoridades locales (Randall y Casebourne, 2016). Se trataba de negociaciones ciudad a ciudad, diseñados para atender necesidades y contexto de cada localidad, y se convirtieron en el principal vehículo de descentralización en el Reino Unido.
Estos acuerdos comenzaron a combinarse por un lado, con la posibilidad –según cada negociación- de acceder a la elección directa de alcaldes, y por otro, con la generación de autoridades combinadas en las ciudades-regiones (o áreas metropolitanas). En 2017 ya existían nueve aglomerados con autoridades combinadas en el país. Las autoridades combinadas son estructuras legales conformadas por dos o más autoridades locales, con o sin la elección directa de alcaldes (Ley de Democracia Local, Desarrollo Económico y Construcción, 2016), constituidas por un representante de cada localidad, con la posibilidad de sumar un alcalde electo. Se trata de una estructura con poderes y recursos delegados desde el gobierno central (Local Government Association, 2016), y las funciones que hayan acordado compartir.
Las autoridades combinadas se constituyen a través de un proceso bottom-up que se inicia desde las autoridades locales, quienes trabajan cooperativamente para determinar las bases económicas y los límites geográficos. Este proceso ha sido más fructífero en áreas metropolitanas que ya tenían una trayectoria de trabajo conjunto entre localidades aledañas. Sin embargo, estos arreglos agregan un nivel de gobierno “local” a un sistema de base complejo[footnoteRef:7], lo que resulta en una superposición considerable de atribuciones (Rojas y Vera, 2019). [7:  El sistema cuenta de base con al menos: gobierno central, autoridades de nivel superior, dos niveles de consejos, LEPs, comisionados de policía y crimen, y otras entidades (Department for Communities and Local Government, 2017).] 

b. Bogotá CD (Colombia)
Colombia cuenta -desde 1979- con legislación que reconoce la necesidad de organización de municipios contiguos y establece normas para la conformación y funcionamiento de unidades territoriales metropolitanas. La legislación posterior ha avanzado en gestión y administración de áreas metropolitanas (1986), constitución política de las mismas (1991), y normas orgánicas para dotar a las áreas metropolitanas de un régimen político, administrativo y fiscal (2011 y 2013). De esta manera, entre 1980 y 2002 se han creado 6 áreas metropolitanas en el país.
El Área Metropolitana de Bogotá (AMB) aún no ha logrado constituirse formalmente, cuenta con un Proyecto de Ley en tramitación desde 2014, que ha enfrentado contradicciones de carácter político, a lo que se suma su condición de Distrito Capital del Estado Nacional. Sin embargo, la legislación reconoce a “Autoridades e instancias de planeación”, lo que ha permitido que el AMB cuente con la figura de Alcalde Mayor, encargado de la coordinación intermunicipal, la gestión territorial y la administración financiera metropolitana. A pesar de ello, la ciudad plantea la necesidad de adquirir todas las atribuciones y competencias propias de un área metropolitana que le permitirían fomentar la coordinación intermunicipal en la gestión y planificación del territorio con un amplio respaldo jurídico.
Por otro lado, en las áreas metropolitanas ya conformadas, la amplitud de funciones técnicas en el desarrollo y gestión a escala metropolitana evidencia situaciones de yuxtaposición de competencias y atribuciones territoriales, complejizando la administración de las mismas. Esta situación obliga a reflexionar sobre el ámbito de operación de los diversos instrumentos de gestión territorial, sus figuras directivas y las competencias territoriales sectoriales que convergen en el desarrollo de un área metropolitana.
c. Seúl (Corea del Sur)
Corea del Sur está iniciando su proceso de descentralización. Una parte importante de la planificación y el diseño de políticas públicas de nivel local permanecen a cargo del gobierno central, y la descentralización fiscal ha avanzado débilmente (Rojas y Vera, 2019).
El Área Metropolitana de Seúl (AMS) fue creada desde el nivel central con el fin de establecer una macro-región que permitiera solucionar problemáticas de la ciudad cabecera que requieren la perspectiva y complejidad de la escala metropolitana. El AMS no cuenta con una autoridad mayor para su gestión, sino con un Master Plan, generado también desde el gobierno central. El Master Plan constituye la herramienta fundamental que guía la administración y planificación del territorio y se enfoca en la descentralización demográfica y en la actividad industrial.
Las funciones y competencias de la AMS tienen un fuerte respaldo en cuerpos legales, los cuales establecen normas y condiciones que permiten sostener una imagen regional con la ciudad de Seúl como núcleo principal del país, situación que tensiona el proceso de descentralización implementado.
d. Copenhague (Dinamarca)
Dinamarca viene atravesando un proceso de descentralización interesante, basado principalmente en la transferencia de competencias administrativas desde el nivel central al local. Dicho proceso implicó además una profunda reforma territorial en 2007 que definió la gestión del territorio en tres escalas: Nacional, Regional y Local, simplificando una amplia división político-administrativa previa. A partir de ello, la planificación adquiere una modalidad vertical en “cascada”, a través de la cual la Nación define lineamientos y metas transversales a todo el ambiente construido y no construido que deben ser tomadas por la planificación regional, y luego por la local. El proceso de descentralización ha fomentado el desarrollo y autonomía de las regiones y municipios mediante la definición de atribuciones y competencias que fomentan el desarrollo equilibrado del territorio nacional.
El Gran Copenhague (GC) es el único territorio metropolitano que Dinamarca ha constituido y legislado a nivel nacional. El incremento poblacional del área a mediados del siglo pasado había generado la necesidad de crear una Secretaría Regional para la creación de un plan especial en el área, denominado “Finger Plan”, que fue actualizándose bajo la guía de diferentes figuras de administración regional (Office of Regional Planning, Regional Council, GC Council). Entre el año 2000 y 2007, la Greater Copenhagen Authority, fue la autoridad del GC para la gestión del transporte, el turismo, la cultura, la industria y la coordinación del desarrollo, entre otros. 
La reforma del 2007 determinó la desaparición de dicha autoridad metropolitana y la creación de la “Región de la Capital”, dentro de la cual se inscribe el GC. La Región de la Capital, al igual que las 4 regiones dinamarquesas restantes, cuenta con su propio organismo de gobierno y planificación. Sin embargo, la nueva legislación definió un sistema de planificación y gobierno específico para el GC, otorgándole la responsabilidad al Ministro Nacional de Medio Ambiente, a las autoridades regionales y a las autoridades locales de aquellos municipios pertenecientes al GC. De esta manera, la planificación del GC queda definida en la Ley general de planificación Nacional (The Planning Act) y en el Máster Plan (Finger Plan 2007) ambos bajo la dirección del Ministro de Medio Ambiente. Estos dos instrumentos son la base sobre la cual la región y los municipios deben elaborar sus propios planes.
El desarrollo territorial del área metropolitana de Copenhague está definida en base a un modelo de ciudad con una visión objetivo que aspira a mejorar la calidad de vida de la población, incorporando la gestión municipal como eje fundamental para la concreción del modelo. A la vez, el modelo de gobernanza establece un desafío permanente en cuanto a la coordinación intermunicipal y regional, ya que es constantemente susceptible de intervención desde el nivel central.
e. Síntesis de aprendizajes de los modelos seleccionados en países unitarios.
La descentralización, en los países estudiados, se ha enfocado en la transferencia de funciones del gobierno nacional al local, y en general se ha postergado la descentralización fiscal. Esta situación plantea dos problemáticas, por un lado, el nivel regional o la instancia sub-nacional intermedia, que por escala territorial sería naturalmente la más calificada para absorber la planificación y coordinación metropolitanas, tiene aún un rezago en sus funciones, no habiendo recibido desde el poder central las atribuciones necesarias para operar; y por otro, la demora en la descentralización fiscal genera insuficiencia de recursos para la gestión regional y municipal, otorgando muy baja autonomía y restringiendo la capacidad de asociatividad entre municipios que se podría dar a partir de la concreción de obras y proyectos en común, en un arreglo de tipo bottom-up.
En los casos estudiados, el reconocimiento e institucionalización de las áreas metropolitanas se ha promovido a partir de la incorporación de diversos cuerpos legales que otorgan la facultad de establecer entidades de carácter metropolitano. Sin embargo, es relevante destacar que el nivel nacional conserva altos grados de intervención en la escala sub-nacional intermedia, no es casual que en 3 de los 4 casos, sea el gobierno nacional –o sus ministerios- quien define la planificación territorial y de desarrollo de las principales áreas metropolitanas del país. En el caso de Colombia, se da una situación particular, las áreas metropolitanas tienen independencia para su conformación y planificación, pero justamente la aglomeración de la ciudad capital –las más extensa y populosa del país- enfrenta dificultades para adquirir esta independencia. 
Dentro de la muestra, algunos países que cuentan con un mayor número de elementos normativos (leyes, normas, decretos, reglamentos) poseen mayores dificultades en la implementación y funcionamiento de las AM. Esta condición puede explicarse a partir de la complejidad que se da en el cruce de funciones y atribuciones, convergiendo en las competencias de las AM, entre el ámbito local y regional.
Los instrumentos de planificación de las AM suelen configurarse como hoja de ruta para la gestión, con visión prospectiva y foco en la solución a problemáticas específicas de cada aglomerado, plasmándose en un “Master Plan” estratégico. Dichos instrumentos, suelen desarrollarse al margen de los instrumentos de planificación territorial reconocidos desde la legislación territorial genérica, ya que el reconocimiento de áreas metropolitanas es posterior.
Es frecuente que la planificación estratégica de las AM incorpore la infraestructura ecológica, con especial foco en los servicios ecosistémicos que los elementos de valor natural pueden brindar a las AM. De esta manera, es posible identificar escalas y tipologías que forman parte de una red de infraestructura ecológica a escala metropolitana (“Greenbelt” en Seúl, y cuñas verdes en Copenhague).
La capacidad, en cuanto a institucionalidad y recursos humanos para la planificación, administración y operación de las áreas metropolitanas es una problemática que afecta a los países analizados. Los gobiernos centrales por lo general no entregan recursos económicos para estas funciones, asumiendo que deberían estar cubiertos por la suma de capacidades de los gobiernos locales intervinientes; y a la vez no entregan independencia fiscal para que los gobiernos sub-nacionales puedan generar los recursos a través de otros mecanismos. De esta manera se genera un nudo conflictivo que demora la concreción de una agenda metropolitana.
Un aspecto a considerar es la participación ciudadana y de otros actores clave del desarrollo territorial en el proceso de diagnóstico, planificación y control de gestión a escala metropolitana y local. En los casos estudiados, existen aún falencias en cuanto a una participación informada y efectiva y que incluya etapas posteriores a la de diagnóstico. Si el proceso de descentralización tiene entre sus principales objetivos la búsqueda de acercamiento a la comunidad para entender y atender de manera adecuada sus necesidades, los mecanismos para esa escucha deben ser eficientes y permitir su incidencia en la toma de decisiones.

3. Evolución de las políticas de descentralización, transferencia de competencias a gobiernos sub-nacionales y constitución de áreas metropolitanas en Chile. El rol del Banco en este proceso.
a. Síntesis marco legal e hitos 1974 a 2017
DL 937 (1974). Crea plantas y establece normas para las Secretarías Regionales del Interior. “El proceso de desconcentración en una primera etapa se organiza […] a través de la autorización a los ministros y jefes de servicio, quienes estarán facultados para delegar sus atribuciones en funcionarios de su dependencia existentes en las regiones o en sus divisiones territoriales, para […] propender a la regionalización del país […]” (SUBDERE, 2022).
DFL 1-3063 (1980). Reglamento que contiene las normas generales por las cuales se regirá la inversión de los recursos del Fondo Común Municipal, en relación al traspaso de servicios del sector público. “El proceso de descentralización […] se organiza en la transferencia de servicios a las municipalidades en la década del '80, bajo tres compromisos: en primer lugar, la provisión de fondos para el ejercicio de las funciones transferidas; en segundo lugar, radicar en la autoridad la responsabilidad del ejercicio de estas funciones otorgándole la flexibilidad necesaria para que pueda gestionar efectivamente; y en tercer lugar, velar por la aplicación de la subsidiariedad mediante la dictación de normas de general aplicación a todos los territorios.” (SUBDERE, 2022).
La Ley de Reforma Constitucional N° 19.097 (1991). Creó a los Gobiernos Regionales (GORES) integrados por los Intendentes de exclusiva confianza presidencial y a los Consejos Regionales (CORES), cuya regulación quedó enmarcada en la Ley Orgánico Constitucional N° 19.175 (1992), sobre Gobierno y Administración Regional.
Ley 19.175 (1992). Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional. Composición de los Gobiernos Regionales y modalidades para su designación. “Se logra un acuerdo que permite una implementación institucional de la política de descentralización. Dicho acuerdo político consiste en: a) El Intendente será de exclusiva confianza del Presidente de la República. b) La administración de la región reside en un Gobierno Regional cuyo objeto será el desarrollo social, cultural y económico de la región. Tendrá persona jurídica distinta del Fisco y patrimonio propio. c) El Gobierno Regional estará compuesto por el Intendente y el Consejo Regional. d) El Consejo Regional será elegido por un cuerpo colegiado compuesto por los concejales de las municipalidades y su base territorial será la provincia.” (SUBDERE, 2022). Esta Ley se enmarca en el Capítulo XIV de la Constitución. Sus principales modificaciones administrativas se dan en el año 2005 (Ley 20.035) y en el año 2018 (Ley 21.074); y las cambios más relevantes en materia electoral se dan en 2013 (Ley 20.678) de elección de Consejeros Regionales y en 2018 (Ley 21.073) de elección de Gobernador Regional (SUBDERE, 2022).
Ley 19.379 (1995). Plantas del Gobierno Regional (Versión actualizada en 2018). Fija plantas de personal de los servicios administrativos de los gobiernos regionales. “se establece el orden de las relaciones entre el Presidente de la República y el Gobernador Regional, la que se realizará a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública. En términos del funcionamiento adecuado de la administración pública y para que no existan conflictos entre estamentos, se define que las competencias del Gobierno Regional no afectarán las funciones que correspondan a la administración pública nacional.” (SUBDERE, 2022).
Ley 20.035 (2005). Introduce modificaciones en la Ley 19.175 (1992) Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, en lo relativo a la estructura y funciones de los gobiernos regionales. 
Ley 20.390 (2009). Reforma constitucional en materia de Gobierno y Administración Regional. Consagra la elección por sufragio universal de los consejeros regionales y la elección de un presidente del Consejo Regional (regulada por Ley 20.678 de 2013).
Ley 20.678 (2013). Elección directa de Consejeros Regionales. Regula la elección del Presidente del Consejo Regional. “[…] se establece constitucionalmente la obligatoriedad de los convenios de programación y se propone la regulación mediante Ley Orgánica la forma de gobierno para la administración de las áreas metropolitanas y finalmente, se construye la propuesta de la descentralización administrativa a través de la transferencia gradual de competencias desde ministerios y servicios públicos a los gobiernos regionales, norma que da origen a la Ley N°21.074 del año 2018.” (SUBDERE, 2022).
2014. Se crea la Comisión Asesora Presidencial en la Descentralización y Desarrollo Regional. Propuestas para descentralizar Chile, con el propósito fundamental de romper las inequidades territoriales, transferir poder y generar mejor democracia en las comunas y regiones.

b. Síntesis marco legal e hitos 2017 a 2024
Ley 20.990 (2017). Dispone la elección popular del órgano ejecutivo del gobierno regional. Modifica la Constitución Política de la República, en el sentido de establecer la elección popular y democrática del Órgano Ejecutivo del Gobierno Regional, que será ejercido por el Gobernador Regional, quien junto con el Consejo Regional, velarán por el desarrollo social, cultural y económico de la región.
Ley 21.073 (2018). Regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales. Establece un sistema de elecciones primarias para la nominación de candidatos a Gobernador Regional. Fija plantas de personal de los servicios administrativos de los Gobiernos Regionales, como también adecua plantas y escalafones del servicio de Gobierno Interior.
Ley 21.074 (2018). Fortalecimiento de la regionalización del país y creación de las áreas metropolitanas administradas por un GORE.
En 2018 a través del artículo 104 bis, inciso 1º de dicha legislación, se dispone la creación de Áreas Metropolitanas (AM). Su objetivo es “coordinar las políticas públicas en un territorio urbano”. La misma estará “formada por dos o más comunas de una misma región, unidas entre sí por un continuo de construcciones urbanas que comparten la utilización de diversos elementos de infraestructura y servicios urbanos y que, en su conjunto, superen los doscientos cincuenta mil habitantes” (artículo 104 bis, inciso 2°). Además, la ley contempla que las AM “serán administradas por el gobierno regional respectivo” (artículo 104 bis, inciso 1°), esto es, que no existe un nivel político diferente del regional y el comunal sino solo un nivel administrativo a cargo del Gobernador Regional y el Consejo Regional. Su estructura es la siguiente: a. Un Comité Consultivo de alcaldes (artículo 104 bis, inciso 4°), compuesto por los alcaldes de las comunas integrantes de dicha AM y presidido por el Gobernador Regional; b. Un Departamento para el AM en el GORE, adscrito a la División de Planificación y Desarrollo Regional (art. 8° Ley N° 21.074, 2018), y compuesto por tres cargos; y c. Un programa presupuestario denominado Fondo de Inversión Metropolitana cuyo financiamiento provendrá del programa presupuestario de Inversión Regional que creará la Dirección de Presupuestos a solicitud del GORE.
Decreto 98 (2020). Aprueba reglamento que fija los estándares mínimos para el establecimiento de las áreas metropolitanas y establece normas para su constitución
2021. Se eligieron por primera vez en Chile a las autoridades regionales. Esta elección no sólo marca un hito político para el proceso de descentralización, sino que también está acompañada de nuevas facultades y recursos para reducir los altos niveles de centralismo en términos de la toma de decisiones y presupuesto, los que hasta ahora se concentraban en el gobierno central.

c. Rol del Banco
La División de Desarrollo Urbano y Vivienda (CSD/HUD), a través de varios programas de préstamo, entre ellos los FFS (Fee for Service, por sus siglas en inglés) dio apoyo a Chile y a la  iniciativa de Ciudades Emergentes y Sostenibles (ICES).
Se ha trabajado con el gobierno nacional en temáticas relacionadas a descentralización y fortalecimiento de los gobiernos regionales y también con ciudades (Valdivia), islas (Rapa Nui) y AM (Coquimbo-La Serena, Puerto Montt-Puerto Varas, Gran Santiago y Gran Concepción). Los GORE en particular, han sido fundamentales en estos procesos y han involucrado a especialistas del BID de todas las divisiones sectoriales. A su vez, se está trabajando junto al GORE de Tarapacá y a un variado arco de actores territoriales en el Modelo de Gobernanza para el AM Alto Hospicio-Iquique (ya constituida formalmente).
El fortalecimiento a Gobiernos Regionales también ha incluido instancias de capacitación a través de Diplomados: Diplomado 1 y Diplomado 2 (en curso) en Gestión de AM; y el Diplomado para el fortalecimiento de capacidades en el diseño y planificación sostenible de ciudades lacustres y su patrimonio ecológico (Cuenca Lago Llanquihue y Río Maullín) cuyo objetivo fue desarrollar un proceso de construcción de capacidades que permitiera avanzar hacia una mirada intersectorial e interjurisdiccional, en función de una cuenca en estrecha relación con los actores del territorio.
d. Síntesis de documentos útiles dentro del proceso de conformación y gobernanza de AM 
A partir de los diferentes programas de préstamo de fortalecimiento de capacidades para la gobernanza de AM en Chile se generaron una serie de documentos que colaboran, por un lado en la conformación de estándares y guías útiles para la conformación y gestión de AMs; y por otro, dejan un registro de los avances particulares que se dan en cada región.
Los documentos guía son: “Construyendo Gobernanza Metropolitana. El caso de Chile” incorporando nociones y problemáticas comunes de este tipo de aglomerados, junto a avances en Chile de diferentes regiones; “Criterios para la definición de Áreas Metropolitanas. El caso de Chile” el cual trabajó en la definición de los estándares mínimos para el establecimiento de las AM y en la elaboración del reglamento final requerido por la legislación; “Modelo de Gestión para Parques Metropolitanos de Humedal” que constituye una rica guía de recomendaciones; y la “Guía PROT” con EAE.
Las publicaciones que permitieron registrar los avances y el acompañamiento del Banco en las diferentes regiones son: “Plan de Acción Coquimbo-La Serena. El potencial de un área metropolitana integrada y sostenible”; “Plan de Acción Puerto Montt-Puerto Varas. La construcción de un sistema metropolitano intermedio y sostenible”; “Agenda de Inversiones para el desarrollo sostenible de Rapa Nui. La construcción de un sistema metropolitano intermedio y sostenible” que incluyó el asesoramiento a la SUBDERE para la implementación de una metodología participativa multisectorial; y “Plan de Acción Cuenca Lago Llanquihue-Río Maullín”, que surge de un profundo trabajo a partir de la elaboración de indicadores de desempeño, el plan estratégico y operativo, y el fortalecimiento de capacidades con la asociación de municipalidades de la Provincia de Llanquihue, en conjunto con organismos estatales y académicos.

4. Los esfuerzos para el desarrollo de agendas metropolitanas en Chile y el necesario fortalecimiento de capacidades a gobiernos regionales.
a. Experiencias en el desarrollo de agendas metropolitanas en Chile.
En 2013 Chile se asocia con el BID para implementar la Iniciativa de Ciudades Emergentes y Sostenibles (ICES), primero en la ciudad de Valdivia y luego en 2017, a escala metropolitana, en La Serena-Coquimbo y Puerto Montt-Puerto Varas.
La iniciativa ICES realiza un trabajo previo para la instalación de las capacidades en materia de gestión y administración de las áreas metropolitanas mediante procesos de articulación de competencias de planificación entre el nivel regional y local, necesarios para abordar las problemáticas propias de los territorios conurbados, planteándolas a la vez con criterios de sustentabilidad y sostenibilidad.
Los ejes principales del trabajo en los planes han sido la cooperación y coordinación entre instituciones, y el conocimiento técnico junto a los estudios de base. Ambos aspiran a la construcción de una hoja de ruta útil para el corto, mediano y largo plazo en las AM. El objetivo de cada Plan es promover el desarrollo integral sin comprometer los recursos del territorio, incorporando medidas de sostenibilidad en las políticas públicas, resguardando su identidad y estableciendo soluciones para resolver el crecimiento de las ciudades.
Los Planes son fruto de un trabajo colaborativo entre diversas entidades y niveles de Gobierno, entre ellos, la SUBDERE, los gobiernos regionales, los gobiernos locales de cada AM, y el BID, junto a otros actores relevantes de cada uno de los territorios.
Plan de Acción Puerto Montt-Puerto Varas. 
Para la generación del Plan se ha implementado una metodología que permite identificar los problemas prioritarios y exponer las inversiones estratégicas. Entre las intervenciones se destaca la implementación de un plan maestro de transporte metropolitano, que busca potenciar un sistema integrado de transporte público mediante infraestructura especializada, junto a la consolidación de una red peatonal y de ciclovías; la construcción de un plan verde metropolitano con áreas verdes y espacios públicos, destacando el potencial del entorno paisajístico; y la creación de una unidad de modernización y gobierno digital, que incluye un programa de datos abiertos, participación y promoción de la innovación ciudadana.
Plan de Acción Coquimbo-La Serena.
El Plan se enfoca en tres desafíos prioritarios para la conurbación: movilidad y transporte, uso del suelo y gestión de residuos sólidos; compartidos por ambas comunas y necesarios de resolver para la sostenibilidad y el bienestar de sus habitantes, así como también, de los miles de turistas que generan una población flotante significativa en distintas épocas del año.
b. Experiencias en el fortalecimiento de capacidades a gobiernos regionales chilenos. 
Los Diplomados en Gestión de Áreas Metropolitanas tienen dos grandes objetivos: 1. Proporcionar conocimientos respecto al marco normativo y la estructura institucional para la planificación y gestión de las áreas metropolitanas en Chile, en el contexto del proceso de descentralización y fortalecimiento de la regionalización en el país, incorporando un componente práctico que se enfoca en la entrega de herramientas y metodologías de análisis del espacio metropolitano; y 2. Comprender y analizar los aspectos que inciden en las dinámicas metropolitanas y que deben ser considerados en un modelo de planificación y gobernanza de estos espacios administrativos, analizando aspectos relativos a las complejidades, desafíos y oportunidades que enfrentan los espacios metropolitanos bajo el esquema institucional y normativo.

5. Lecciones aprendidas de la evolución hacia la gobernanza metropolitana en Chile.
La identificación de lecciones aprendidas, además de tomar los apartados previos del presente informe, considera fundamentalmente las reflexiones surgidas a partir de entrevistas con actores clave que se vienen desarrollando desde fines de marzo 2024, y avanzarán hasta fines de abril. Las lecciones aquí volcadas, por tanto, toman una primera parte del avance.
Resulta fundamental destacar el alto grado de colaboración, reflexión e involucramiento de los diferentes actores entrevistados, así como su entusiasmo por mejorar su desempeño y generar un circuito de aprendizaje que permita avanzar hacia una mejor gestión de los territorios. 

a. Lecciones en la transferencia de competencias a los Gobiernos Regionales
La descentralización se ha iniciado hace décadas en Chile, y se ha concentrado en delegar lentamente atribuciones administrativas, políticas y de gestión a los sub-nacionales. La transferencia de competencias a los Gobiernos Regionales (GORE) ha tenido un fuerte impulso a partir del 2017, ejecutándose dos “paquetes”, aún en proceso de acompañamiento, y un tercero en proceso de análisis. En el caso de las Áreas Metropolitanas (AM), la propia Ley 21.074 (2018) estipula competencias específicas para estos territorios, pudiéndose comprender como “nuevas competencias” y conformando un proceso absolutamente diferenciado del que está en curso.  Sin embargo, las etapas y requerimientos de ambos procesos son similares y por ello es fundamental tomar aprendizajes que serán útiles para una mayor fluidez en la adquisición de competencias de las AM.
A continuación se destacan los aspectos más relevantes que generan instancias de aprendizaje dentro de los procesos ya iniciados:
Gestión de los acuerdos. Si las transferencias se estipulan en un marco en el que predomina la modalidad “top-down”, es decir con alta definición desde el nivel central, es probable que el proceso quede diluido y las competencias transferidas tengan baja relevancia, similar a lo sucedido en el primer paquete de transferencias iniciado en 2018. En cambio, si se genera un espacio de concertación, con impulso desde las necesidades concretas del nivel sub-nacional y recepción desde el nivel central, la negociación tendrá el potencial para ser más fructífera y por lo tanto el proceso será más fluido y podrá adquirir más y mejores resultados, como sucedió en el “2do paquete” de transferencias a partir del año 2022.
Aceptación de la naturaleza heterogénea del proceso. La posibilidad de concertar con cada región las competencias a transferir indica que cada proceso será diferente. Esta situación demanda mayores esfuerzos del poder central, ya que no habrá una tipificación a nivel nacional, sino un proceso heterogéneo dependiente de las necesidades de cada GORE. 
El seguimiento y acompañamiento requiere una sistematización de la información. Realizar el seguimiento de cada proceso regional y llevar un registro de ello es una tarea que demanda tiempo y requiere una sistematización que permita evidenciar grados de avance, cuellos de botella y necesidades particulares. Desde SUBDERE se elaboró una planilla que permite registrar los avances e hitos. En la actualidad se está diseñando una plataforma online que permitirá visualizar el estado de cada expediente en tiempo real.
Participación de los equipos hacia el interior de los sectores. Las primeras experiencias han mostrado que en algunos casos se han dado procesos de diálogo entre los referentes regionales y nacionales, pero que estos últimos no han involucrado a sus equipos en el intercambio, dejando de lado su voz y sus recomendaciones frente a las responsabilidades próximas a delegar. La falta de un mecanismo de diálogo hacia el interior de los equipos ha provocado inconvenientes en el desarrollo de las tareas que involucraban la transferencia de competencias, haciendo peligrar el proceso en sí mismo. Por ello, el proceso de transferencia de competencias, además de ser concertado a nivel nación-región, requiere de un diálogo interno dentro de los equipos que responden a cada sector (Ministerio / Seremi). 
Los recursos humanos y sus funciones no están alineados con las competencias delegadas. Con frecuencia, frente a la delegación de competencias, se asume que transferir a la persona que lleva adelante una determinada función alcanza para completar el circuito. Es decir, que si una persona lleva adelante una determinada función a nivel nacional, y se traspasa ese recurso humano al GORE, basta para que la función pueda quedar radicada en ese estamento. Sin embargo, lo más frecuente es que esto no suceda. Las personas por lo general llevan adelante variadas tareas y han adquirido responsabilidades y habilidades que se aplican a diferentes competencias, por lo que en el caso de trasladarlas hacia un GORE, quedarían sin realizarse una gran cantidad de tareas que la misma persona desempeña frente a competencias que no han sido transferidas. Las competencias tienen un recorte funcional que no se ve reflejado en las tareas y funciones de las personas.

b. Lecciones en la constitución de las áreas metropolitanas
Las regiones que cuentan con aglomerados factibles de conformarse en AM son ocho, y existen dos adicionales que, de acuerdo a datos del censo en ejecución, estarían próximas a llegar a los 250 mil habitantes. 
A marzo 2024, el estado de constitución de las ocho AM factibles es: 1 constituida (AM Alto Hospicio-Iquique, Región Tarapacá); 2 en proceso de Toma de Razón (AM Gran Santiago, Región Metropolitana; y AM Gran Concepción, Región Biobío); 4 con trámite ingresado dentro del período estipulado y a la espera de evaluación del Comité Interministerial de Descentralización (CID) (AM Puerto Montt-Puerto Varas, Región de Los Lagos; AM Rancagua-Machalí, Región L.B. O´Higgins; AM Gran Valparaíso, Región Valparaíso; y AM Coquimbo-La Serena, Región Coquimbo). En resumen, 7 de 8 han avanzado significativamente en el proceso.
Las dos que podrían eventualmente sumarse son AM Chillán-Chillán Viejo, Región de Ñuble; y AM Talca-Maule, Región del Maule. Ambos casos deben esperar los resultados del Censo 2024, -que estarán listos en 2025- y la actualización de los estudios para la elaboración de informes. Por ello, es probable que su proceso recién pueda iniciarse a partir de 2026 con el siguiente gobierno, considerando que sólo se toman trámites durante los dos primeros años de cada gestión.
Como puede observarse, los avances han sido significativos, considerando que se trata de una legislación nueva, que ha debido interpretarse e implementarse en un período de tiempo acotado. De esta manera, y a las vistas de que quedan relativamente pocas AM susceptibles de iniciar un proceso de constitución similar (2 ó 3), es relevante destacar por un lado aquellos aspectos que podrían facilitar el camino para las AM aún no constituidas, y por otro, quizás de mayor relevancia, observar qué aspectos han beneficiado este proceso y considerar su aplicación o metodología para futuros desafíos. A continuación se identifican los aprendizajes de acuerdo a las temáticas mencionadas:
Trámite de constitución de AM.
Los GORE se fortalecen durante el proceso de construcción del expediente. La presentación puede elevarse desde el GORE o solicitarse de oficio desde Presidencia. La experiencia muestra que la construcción del fundamento que explica por qué un determinado grupo de comunas necesita ser considerado un AM junto a los beneficios que esto puede traer a sus habitantes, constituye un proceso en sí mismo, que ejecutado desde el GORE mejora y fortalece la mirada metropolitana y las articulaciones con otros organismos, aumentando sus capacidades. 
Definición de un responsable dentro del equipo GORE para dar seguimiento al trámite. La identificación favorece la fluidez en la construcción y avance del expediente. En muchos casos, los GORE cuentan con recursos humanos acotados, a las funciones habituales se adiciona la tarea de elaboración y seguimiento del expediente. Por ello, es fundamental que el equipo tenga un referente y responsable claro, que pueda asumir las articulaciones con distintos organismos de acuerdo al avance del expediente.
Consideración de los tiempos que demanda el proceso. La solicitud emitida desde el GORE debe hacerse con previa consulta a los alcaldes y luego verse reflejada en un acta formal de acuerdo. La elaboración de la justificación y los antecedentes que permiten sustentar la necesidad de conformación de un AM requiere la confección de informes técnicos. Dichos informes demandan datos a escala local y regional que por lo general son escasos y han impulsado la colaboración entre MINVU, INE y MOP para el procesamiento de datos y otros recursos, obteniendo una base de datos actualizada a 2019 que constituye el recurso técnico principal de los GORE para la construcción del fundamento y los antecedentes. La presentación formal del expediente es evaluada por el  CID (Comité Interministerial de Descentralización), quién puede requerir más información y/o modificaciones. Luego de la aprobación del CID se requiere el decreto presidencial para la efectiva constitución del AM. La única AM constituida hasta la fecha requirió 1 año para la elaboración del expediente, el proceso de evaluación, aprobación y decreto tomó cerca de x años. En resumen, en los 8 años (desde la Ley 21.074 de 2018 a marzo 2024) se ha constituido 1 AM.
Aspectos relevantes del proceso ya realizado que generan instancias de aprendizaje para futuros desafíos.
Asociación de organismos para potenciar la asistencia a gobiernos sub-nacionales. La iniciativa para el procesamiento y provisión de datos que se gestó a partir de la asociación de MINVU, INE y MOP fue fundamental para los GORE e indispensable para la elaboración de sus informes de constitución de AM. Se trata de una experiencia de articulación de organismos y sectores que ha dado buenos resultados y constituye un ejemplo para el futuro cercano en el establecimiento de las AM y su gestión.
Apoyo técnico y financiero a gobiernos sub-nacionales. La elaboración de diagnósticos, el levantamiento y procesamiento de información, y el desarrollo de informes técnicos suelen ser actividades que exceden las capacidades de los GORE, tanto por falta de recursos humanos como económicos. En efecto, el apoyo del BID fue altamente positivo en la elaboración de la documentación técnica del AM Alto Hospicio-Iquique, la única constituida a la fecha. Este tipo de asistencia resulta fundamental para avanzar en aspectos técnicos y evitar cuellos de botella importantes frente a encadenamientos de procesos. 
La elaboración de Planes de Acción y sus beneficios en la búsqueda de consenso. Previo a la legislación específica de AM, algunas regiones –a través de diferentes mecanismos de apoyo- desarrollaron Planes de Acción para sus AM. Dicho proceso generó instancias valiosas de diálogo entre diversos actores territoriales, gobiernos, y sectores que permitieron identificar -sobre la base de un consenso- las temáticas prioritarias en cada territorio. Este trabajo facilitó la elaboración de los fundamentos de constitución de AM y probablemente abonará la conformación del modelo de gobernanza en cada AM.
La incorporación de la dupla Política-Técnica como dinámica positiva con potencial territorial. Algunas regiones trascendieron procesos previos poco virtuosos, logrando incorporar decisión política para materializar compromisos en la región con escucha de áreas técnicas para sostener con evidencia esos procesos.
Aspectos débiles del proceso a considerar para futuros desafíos.
Incorporación de funciones sin apoyo en recursos humanos. Los GORE están conformados por equipos pequeños con una alta demanda de tareas. La tramitación para las AM, que como se explicó implicó un arduo trabajo, no estuvo acompañada por un aumento de los recursos humanos al interior de los GORE, dificultando el proceso en sí mismo y el resto de las actividades.


 c. Lecciones en la conformación de gobernanza metropolitana
La legislación establece que luego de la constitución del AM, se debe instalar el Departamento de AM (DAM) dependiente de la DIPLADE. Para ello, la DIPRES debe disponer recursos a fin de habilitar al GORE la contratación de los cuatro profesionales estipulados por ley para el DAM.
Una vez constituido el DAM, se conformará el Consejo Consultivo de Alcaldes del AM, presidido por su respectivo Gobernador Regional. El DAM asumirá el rol de Secretaría Técnica del Gobierno AM. En base a esta estructura, el GORE deberá reunir a alcaldes y alcaldesas, o a sus representantes, y generar –bajo la conducción del DAM- el modelo de gobernanza y su reglamento de funcionamiento interno.
A partir de la definición del modelo de gobernanza y su reglamento, se dará inicio a la elaboración de la Estrategia de Desarrollo para el AM, junto a un plan de inversiones priorizadas orientados a resolver las principales problemáticas, déficit o brechas del AM para el corto y mediano plazo. La definición de la Estrategia de Desarrollo y del Plan de Inversiones requiere, en primer lugar la generación de consensos dentro de la gobernanza del AM y luego, una articulación de la propuesta con los servicios públicos regionales involucrados. El DAM deberá presentar al CORE el Plan de Inversiones y con su aprobación podrá ingresar al SIN para la obtención de los respectivos RS y la futura implementación, especialmente cuando se trate de la ejecución de obras y servicios.
Entendiendo que la gobernanza no es un armado fijo, sino un proceso de conformación de un sistema útil para coordinar y gestionar un determinado territorio, es importante revisar qué variables están favoreciendo estos procesos y cuáles alejan la concreción de una gobernanza en las AM que pueda ser sostenible en el tiempo.
Si bien la Ley establece un modelo de gobernanza a aplicar, la comprensión de las relaciones entre actores, los flujos comunicacionales y las prioridades metropolitanas, son fundamentales para que la definición del modelo sea sustentable. En los casos en los que se han desarrollado Planes de Acción metropolitanos -aunque previos a la legislación- una parte importante del entramado de actores ha establecido contacto, presentado sus prioridades y acordado variables para el avance de acciones comunes en el área metropolitana (Por ejemplo en Coquimbo-La Serena, Puerto Montt-Puerto Varas). Es probable que estos territorios, al momento de definir su modelo de gobernanza, cuenten con herramientas y experiencia para desarrollarlo.
En cambio, en los casos en los que no se han desarrollado Planes de Acción metropolitanos, está siendo fundamental el apoyo de especialistas para el armado del modelo de gobernanza. El armado del modelo se lleva adelante a través de diferentes actividades y es un proceso que está dejando un legado importante para el resto de las AM, a ello se suman aprendizajes vinculados a la conformación e historia de cada región, y dificultades que será relevante considerar en futuros armados de gobernanza. 
Las principales actividades para la preparación del modelo que fomentan los especialistas (a través de consultorías) son: 1. Análisis del ecosistema de actores; 2.Talleres de capacitación a actores del ecosistema; 3. Talleres participativos entre actores territoriales, que funcionan como importantes espacios de escucha activa; 4. Identificación de tres temas prioritarios que puedan sostener una agenda y luego conformar un Plan de Acción; 5. Generación de espacios para la colaboración; y 6. Identificación de mecanismos de articulación existentes y beneficiosos con potencial de replicarse o escalarse. En relación a este último punto, vale la pena profundizar: existen en las AM determinadas problemáticas que ya han sido identificadas como metropolitanas y que han llevado a la conformación de diferentes arreglos (comités, mesas de diálogo, asociaciones municipales, etc) para avanzar en la resolución de dichas problemáticas. Los expertos han identificado que se trata de espacios con alto grado de articulación, que en algunos casos han logrado acciones en el territorio, y que deben ser incorporados como parte de los mecanismos de gobernanza en las AM, y también replicados en otras áreas que aún carecen de este tipo de organización.
El legado del primer modelo de gobernanza en Alto Hospicio-Iquique es fundamental para futuros procesos en otras AM prontas a constituirse. Sus aspectos más destacados se describen a continuación:
La dimensión metropolitana y su potencial para mejorar la calidad de vida de los habitantes. Entender qué significa ser una AM y qué se puede hacer desde esa perspectiva es un proceso que demanda tiempo, capacitación y diálogo. El modelo muestra un camino claro desde donde entender las limitaciones propias de los municipios y el potencial que adquieren para avanzar con problemas metropolitanos dentro de un nuevo arreglo.
Ampliar el abanico de actores para mejorar la gobernanza. El avance de este primer modelo ha dejado en evidencia la importancia de la inclusión de actores del arco privado (comerciantes, turismo), civil (ONG, barriales) y académico para la elaboración de diagnósticos y la identificación de las principales problemáticas metropolitanas, estableciendo como fundamental la perspectiva de actores no políticos.
Metodología para el armado de un modelo de gobernanza sustentable. Existen grandes diferencias entre los territorios, los actores y el número de comunas que conforman cada AM a lo largo de Chile. Por ello, el modelo de gobernanza deberá adaptarse. Uno de los principales activos que deja esta primera experiencia es una metodología para la construcción del modelo, es decir, una herramienta que permite guiar los pasos para generar un modelo propio, alejándose de la imposición de un modelo rígido a aplicar en todo el territorio.
El Mapa de Instrumentos para una mirada integral de la planificación y los procesos. Se trata de una herramienta muy valiosa que expone cada instrumento de planificación, las etapas para su generación, los actores intervinientes en cada etapa e instrumento y fundamentalmente, visibiliza que cada sector/organismo/actor constituye una pieza de una realidad más amplia, un eslabón dentro de una cadena. A su vez, es útil para encontrar los vacíos en los procesos y articulaciones, permitiendo diseñar alternativas de enlace; y evidencia la falta de una mirada integral y transversal.
A partir de esta primera experiencia surgen también aspectos que han favorecido el proceso de construcción de gobernanza y dificultades a considerar en futuros armados de gobernanza:
Condiciones previas desde el GORE que han favorecido estos procesos: 1. Mirada metropolitana; 2. Estudios previos de diagnóstico que pusieran en evidencia la complejidad de la problemática municipal para actuar a escala territorial; 3. Definición consensuada de tres temas prioritarios a atender desde la escala metropolitana (hoja de ruta); 4. Voluntad y acción para encontrar espacios de interacción con los estamentos nacionales y fomentar acuerdos entre diferentes Ministerios para guiar la acción en el territorio metropolitano; 5. Abandonar las dicotomías política vs técnica y norma vs gestión.
Dificultades: 1. La financiación para el armado del modelo es una pieza clave y ha requerido de aportes de organismos externos; 2. Los períodos de gobierno y los tiempos electorales, resultan en detrimento del trabajo enfocado hacia proyectos a largo plazo; 3. La legislación estipula la participación ciudadana consultiva, por lo que no se ha logrado incluir a la ciudadanía en la toma de decisiones, su aporte queda restringido al diagnóstico y  ha generado malestar; 4. Se registra –a consecuencia del punto anterior- una baja participación de actores no públicos, y aquellos que participan desde otros sectores suelen repetirse conformando una voz que no necesariamente es representativa de la sociedad; 5. Los Ministerios (nivel nacional) no tienen obligación legal de atender las necesidades del GORE, el nivel central sigue concentrando poder de decisión y eso debilita la planificación y gestión regional y -en un futuro próximo- metropolitana; 6. Falta de descentralización fiscal.
d. Lecciones para el fortalecimiento de capacidades a gobiernos regionales
En la última década, el BID ha apoyado las instancias de fortalecimiento a gobiernos regionales, a través de seminarios, diplomados, desarrollo de estudios de investigación, levantamiento de datos y asistencia técnica para la definición de instrumentos legales, entre otros. A partir de la legislación del 2017, la SUBDERE ha estado involucrada en la capacitación y asistencia a los GORE y éstos han participado activamente de estas instancias. Se destacan a continuación algunos aprendizajes y reflexiones:
Diplomados en territorio para dejar herramientas específicas en cada región. La experiencia de diplomados para la gestión de AM que se desarrolló en cuatro regiones dejó capacidades instaladas en los territorios a partir de la posibilidad de tratar problemáticas particulares de cada AM y cada GORE.
Capacitación y acción conjuntas, aprender y hacer al mismo tiempo. Los procesos de pilotaje de los Planes de Acción han constituido instancias de aprendizaje y fortalecimiento altamente positivas, es decir, se generó una capacitación durante el propio proceso de elaboración del instrumento que ha sido muy valorada, brindando herramientas técnicas y habilidades para la coordinación que permanecen en los GORE.
Capacitación institucionalizada, sistematizada y flexible. Frente a un nuevo desafío, como la presentación del expediente para la constitución de AM, la SUBDERE ideó una capacitación a partir de mesas de trabajo mensuales bajo una planificación anual. La misma contó con presentaciones temáticas, instancias de diálogo y debate, y flexibilidad para la inclusión de asuntos sugeridos desde los propios GORE. Se trató de una experiencia de capacitación focalizada con muy buenos resultados, siete de las ocho AM lograron ingresar su trámite de constitución. A su vez, generó una dinámica de cercanía y confianza entre los GORE y la SUBDERE, cimentando vínculos para futuras etapas.
Capacitación hacia el futuro. Una vez constituidas las AM, se presenta el desafío de capacitar al DAM. En ese sentido, se plantea el interrogante de qué aspectos sean los más relevantes y una de las cuestiones que toma fuerza es “aprender a navegar el sistema”, es decir entender qué mecanismos e instrumentos de financiación tiene el Estado que puedan aprovecharse para las AM; y por otro lado, a partir de la identificación de articulaciones preexistentes entre actores, comprender de qué manera incluirlas en la gobernanza, es decir gestionar las articulaciones territoriales en pos de beneficiar el desarrollo metropolitano.
El recambio de profesionales y la capacitación que se “pierde”. Este aspecto constituye aún un interrogante para el que será fundamentar elaborar propuestas: ¿existen otros formatos de capacitación que puedan sostenerse en el tiempo? por ej. toolkits, videos, etc. Sin caer en manuales extensos y difíciles de comprender.
e. Lecciones para el desarrollo de agendas metropolitanas dentro de los gobiernos regionales.
El desarrollo de agendas metropolitanas tuvo un fuerte impulso a partir de profesionales con intereses en la mejora de la región y se logró gracias a financiamiento concreto. Cada uno de los cinco GORE que avanzó en la definición de agendas metropolitanas eligió una temática propia, con libertad. En general se aprovecharon temas que ya estaban desarrollando, temas propios de cada región, con interés particular y cercanía al territorio. Se dio en el marco de los talleres del Diplomado. El trabajo fue fructífero y estuvo bien direccionado y acompañado con financiamiento (BID).
Abordaje bottom-up. El desarrollo de las agendas y Planes de Acción metropolitanos constituyó un ejemplo claro de un abordaje positivo al territorio, en donde el poder central se alejó de los mecanismos de imposición y se acercó a los GORE y a los Municipios habilitando un proceso que generó apropiación por parte de los actores locales, con foco en la identificación y solución de problemas de cada territorio.
Articulación de recursos humanos y económicos. La construcción de los Planes de Acción mostró una articulación positiva entre municipios y GORE. Los alcaldes entendían la necesidad de avanzar a escala metropolitana con problemáticas que afectaban directamente a sus comunas y para ello destinaron profesionales capacitados en diferentes materias, los GORE articularon adecuadamente los recursos económicos que llegaron desde distintas fuentes y los recursos humanos de los diferentes equipos. 
Temáticas que abonan consensos y problemáticas de difícil abordaje. El desarrollo de las agendas mostró que los consensos metropolitanos entre los diferentes actores territoriales se han construido principalmente en torno a temas de transporte y movilidad, temáticas medioambientales (humedales, borde costero, ríos), infraestructura estratégica (vialidad), y parques. Mientras que las relativas a residuos y usos del suelo permanecen con más dificultades para su abordaje aunque existe acuerdo en que deben ser consideradas desde la escala metropolitana.
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